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16508 Sala Segunda. Sentencia 81/1995, de 5
de junio de 1995. Recurso de amparo

_2.751/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo dictada en
autos sobre recargo de prestaciones de la
Seguridad Social por falta de medidas de
seguridad. Supuesta vulneración de los dere­
chos a la tutela judicial efectiva. a la presun­
ción de inocencia y del principio de legalidad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y Gonzá!ez-Reguera!. (i"n Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados. ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.751/92 promovido
por «Fuerzas Eléctricas de Cataluña, S.A.», representada
por el Procur¡;¡dor de los Tribunales don Melquiades Alva­
rez-Buylla Alvarez y asistida del Letrado don Jaime Serra
y Serra, contra la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Supremo, de 18 de abril de 1992, dictada en
autos sobre recargo de prestaciones de la Seguridad
Social por falta de medidas de seguridad. Han compa­
recido, además del Ministerio Fiscal. doña Carmen Here­
dia Moreno, representada por el Procurador don Emilio
Alvarez Zancada y asistida del Letrado don José María
Mante Spa; el Instituto Nacional de la Seguridad Social,
representado por el Procurador don Luis Pulgar Arroyo
y asistido de la Letrada doña Rafaela Espinós Segura,
y la Tesorería General de la Seguridad Social. represen­
tada por la Procuradora doña Sara Gutiérrez Lorenzo
y asistida de la Letrada doña María Fernanda Mijares.
Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sun­
ver. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 16 de noviembre de 1992, el Procurador de los Tri­
bunales don Melquiades Alvarez-Buylla Alvarez, en nom­
bre y representación de «Fuerzas Eléctricas de Cataluña,
Sociedad Anónima», interpuso recurso de amparo contra
la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo
de 18 de abril de 1992.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) EIINSS, en Resolución de 14 de febrero de 1986,
declaró la existencia de falta de medidas de seguridad
en el accidente mortal sufrido por un trabajador de la
empresa Luis Riera Ferrer, 'f solidariamente impuso a
ésta y'a la mercantil ahora demandante de amparo abo­
nar un recargo del 30 por 100 en todas las prestaciones
de Seguridad Social derivadas del siniestro. Tras agotar
la vía administrativa previa, ambas empresas y doña Car­
men Heredia Moreno -viuda del trabajador accidenta­
do- interpusieron demanda ante la jurisdicción social.
El extinto Tribunal Central de Trabajo, en Sentencia de
15 de diciembre de 1988, declaró la nulidad de las actua­
ciones, incluida la Sentencia dictada el 2 de octubre
de 1986 por la entonces Magistratura Provincial de Tra­
bajo núm. 8 de Barcelona, por no constar debidamente
practicada la citación a FECSA y ordenó reponer lo actua­
do al momento del señalamiento para el juicio oral.

b) Celebrado nuevamente el acto del juicio, en el
que se admitió la documental propuesta por las partes
y se practicaron diligencias para mejor proveer, el Juz­
gado de lo Social núm. 8 de Barcelona, en Sentencia
de 13 de mayo de 1989, sólo estimó la demanda for­
mulada por don Luis Riera Ferrer, a quien exoneró de
las responsabilidades dimanantes de la falta de medidas
de seguridad.

Tras declarar probado que el siniestro se produjo
cuando el accidentado se hallaba realizando trabajos en
un poste de tendido eléctrico de la empresa FECSA -la
cual había contratado con su patrono la reparación de
líneas eléctricas-, poste que se fracturó a la altura de
su base porque se hallaba descompuesto por la acción
de la carcoma, argumentó lo siguiente:

«Si del estado del poste aludido puede resultar
alguna responsabilidad por infracción de las nor­
mas de seguridad e higiene, en el trabajo, como
informa la Inspección Provincial de Trabajo, es indu­
'dable que tal responsabilidad, consecuente a la obli­
gación'de conservar en condiciones óptimas la inte­
gridad del poste, sólo puede afectar al propietario
del mismo, dado que su apariencia externa era de
consistencia y seguridad, de tal modo que, con rela­
ción a dicha apariencia, no puede afirmarse que
la empresa Luis Riera Ferrer omitiera medida de
seguridad alguna, pues el examen periódico de los
postes y su estado de conservación no puede enten­
derse correspondiera a una empresa concesionaria,
ha de suponerse que por tiempo determinado, de
la reparación o cambio de los cables del tendido
eléctrico propiedad de una empresa distinta» (fun­
damento de Derecho 3.°).

«No existe tampoco obstáculo legal en el caso
presente para que la responsabilidad por omisión
de medidas de seguridad afecte solamente a una
empresa que no es la patronal del accidentado,
pues la obligación de conservar los postes del ten­
dido eléctrico en perfecto estado le correspondía
a ella como propietaria de dicho tendido, estando
incluida entre sus actividades empresariales la de
reparación o cambio de los cables de conducción
eléctrica, si bien en el caso presente prefirió, uti­
litando recursos perfectamente legales, sustituir a
sus trabajadores por los de otra empresa dedicada
exclusivamente a dicha reparación o cambio en
virtud de un contrato entre ambas empresas, pero
ello no le exime- de la obligación de mantener las
oportunas medidas para que los trabajadores, pro­
pios o ajenos, puedan llevar a cabo su actividad
en perfectas condiciones de seguridad, obJigación
que no puede afectar sino al propietario de las ins­
talaciones» (fundamento de Derecho 4.°).

•
c) Recurrida en suplicación por FECSA denunciando

exclusivamente la infracción del arto 93.2 L.G.S.S., por­
que de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Tribunal
Central de Trabajo y del Tribunal Supremo en ningún
caso puede atribuirse a la empresa propietaria o principal
una sanción 'por falta de medidas de seguridad en el
accidente de trabajo sufrido por quienes son ajenos a
su relación o dependencia laboral. el recurso sólo fue_
impugnado por la señora Heredia Moreno, quien opuso,
entre otras alegaciones, que de estimarse el recurso se
incidiría en incongruencia pues quedaría sin resolver el
aspecto fundamental del litigio: quién es el responsable
de la infracción de las medidas de seguridad.

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña, en Sentencia de 14 de marzo de 1991,
lo estimó, revocó parcialmente la resolución de instancia,
declaró que no existe falta de medidas de seguridad
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e higiene en el trabajo imputables a FECSA y la absolvió
de las pretensiones contra ella deducidas.

«... el contenido del arto 93 -razonaba la Sala­
reposa sobre el principio de que si las carencias
o defectos de seguridad existen, la responsabilidad
por las mismas corresponde al empresario a cuyo
servicio estuviese el accidentado al tiempo del acci­
dente, sin que pueda desplazarse su responsabi­
lidad hacia terceros. que ninguna intervención
hubiesen tenido en el control de las medidas de
seguridad de los trabajadores con los que no man­
tienen ninguna relación laboral (... ) ese recargo sólo
debe afectar al empresario del trabajador acciden­
tado. quien al asumir la dirección y ejepución de
la obra es quien debe cuidar de que se observen
las referidas medidas por sus operarios. bien se
realicen los trabajos en el centro de trabajo de la
propia empresa. o en el lugar donde se están lle­
vando a cabo las obras, porque cualquiera que sea
éste. el único personalmente obligado a vigilar el
cumplimiento de las medidas de seguridad es el
empresario del trabajador. de manera que, cuando
se produce un accidente con inobservancia de
dichas normas. ha de quedar exento de la respon­
sabilidad derivada de la falta de dichas medidas
el arrendador de la obra él servicio para cuya rea­
lización contrató a una empresa Con sus propios
operarios. que tenIa a su cargo la dirección y eje­
cución de los trabajos en cuyo cumplimiento tuvo
lugar el accidente ...» (fundamento de Derecho 1.°).

d) Contra la misma la viuda del trabajador interpuso
recurso de casación para la unificación de doctrina. la
Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en Senfencia
de 18 de abril de 1992, lo .estimó, casó y anuló la Sen­
tencia del Tribunal Superior de Justicia y. resolviendo
el debate planteado en suplicación, desestimó las tres
demandas y mantuvo en su integridad la Resolución de
la Dirección Provincial del INSS de 14 de febrero
de 1986. •

El «problema de fondo que se suscita -expre­
saba la Sala- (... ) (consiste) en esclarecer a qué
empresa o empresas alcanza la responsabilidad del
abono del recargo de prestaciones en los supuestos
de accidente de trabajo acaecido por falta de medi­
das de seguridad. cuando el trabajador siniestrado
pertenecfa a una empresa contratista o subcontra­
tista de otra principal, a la que. en definitiva. bene­
ficiaban los trabajos desarrollados por el mismo.

A este respecto. hay que tener en cuenta. en
primer lugar y fundamentalmente el arto 93 de la
ley General de la Seguridad'Social de 30 de mayo
de 1974, en cuyo número 2 se dispone que la
responsabilidad del pago del recargo antedicho 're­
caerá directamente sobre el empresario del infrae­
torO ...

Ahora bien, en los casos de contratas y sub­
contratas de obras o servicios, aunque es indis­
cutible que los empleados de la empresa contratista
o subcontratista mantienen su vínculo laboral exclu­
sivamente con ésta, no puede olvidarse que en
muchas ocasiones desarrollan SU trabajo bajo el
control y la inspección de la empresa principal. o
en relación con lugares, centros de trabajo, depen­
dencias o instalaciones de ésta, y que además los
frutos y consecuencias de ese trabajo repercuten
en ella. produciéndose así una peculiar situación
en la que participan los empleados del contratista.
éste y también la empresa principal, situación en
la que concurren conexiones e interferencias
mutuas entre estas tres partes que en ella se encua-

dran. Y así es perfectamente posible que una actua­
ción negligente o incorrecta del empresario prin­
cipal cause daños o perjuicios al empleado de la
contrata, e incluso que esa actuación sea la causa
determinante del accidente laboral sufrido por éste,
Por ello. en estos casos, la determinación o apli­
cación del concepto de "empresario infractor" se
complica sobremanera, surgiendo siempre en cada
supuesto la interrogante de si alcanza sólo al empre­
sario directo o propio, o sólo al principal. o a ambos
a la vez. lo que no parece correcto es excluir, por
sistema y en todo caso. de responsabilidad a la
empresa principal. como hacen las sentencias de
contraste antes referidas, pues esta simplista solu­
ción en primer lugar prescinde de la realidad en
la que siempre es posible que la causa del siniestro
se encuentre en la conducta negligente o culposa
de ese empresario principal. y la sustituye por unas
objetivas y rígidas, y en segundo lugar no se com­
pagina con las distintas normas legales en que se
declara y proclama la responsabilidad de éste.
como a continuación se verá.

En el discurso argumental preciso para llegar
a la solución de la problemática que estamos exa­
minando. es necesario tener en consideración, ade­
más del arto 93 de la ley General de la Seguridad
Social ya mencionado, las normas que seguidamen­
te se relacionan:

A) En primer lugar el arto 42"2 del Estatuto de
los Trabajadores (... ). Este arto 42-2 habla d13 obli­
gaciones "referidas a la Seguridad Social", entre
las que necesariamente se ha de incluir la que ahora
examinamos. que versa sobre el pago de las pres­
taciones derivadas de accidente de trabajo, clara­
mente comprendidas en el ámbito de protección
de la Seguridad Social. aunque se trata del recargo
de las mismas por falta de medidas de segu­
ridad ...

B) También el arto 153 de la Ordenanza General
de Seguridad e Higiene en el Trabajo, aprobada
por Orden de 9 de marzo de 1971 ...

C) Ha de mantenerse como punto de referen­
cia. a los efectos de la solución indicada. el con­
cepto de culpa extracontractual o aquiliana, que
en nuestro ordenamiento se recoge en el arto 1.902
del Código Civil ...

D) Con fines meramente orientativos. dado que
se trata de normas que entraron en vigor en
nuestro país después de acaecido el accidente de

,autos. conviene aludir a los'preceptos siguien­
tes (... ). El arto 40 de la ley 8/1988, de 7 de abril
(.:.). El arto 17 del Convenio núm. 155 de la
OIT (... ). Por último citaremos las Directivas Comu­
nitarias referentes a estas cuestiones .. ,» (funda­
mento de Derecho 3.°).

«... se ha de concluir que la responsabilidad (... )
recae conjunta y solidariamente sobre la empresa
principal FECSA. y sobre el contratista don luis
Riera Ferrer, como ponen de manifiesto las siguien­
tes precisiones: 1) Siendo el objeto principal
de FECSA la producción de energía eléctrica y sien­
do de su pertenencia las líneas de tendido eléctrico
correspondientes. es obvio que la reparación man­
tenimiento de esas líneas se comprende en el área
de la "propia <!ctividad" de esta empresa, situación
a la que se han de sumar las consideraciones que
siguen; 2) Aunque esas líneas se encuentran. lógi­
camente, en el campo y al aire libre. son sin duda
instalaciones propias de dicha empresa FECSA.
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estando ésta obligada a cuidar de su adecuada con­
servación y buen estado, a fin de evitar cualesquiera
daños o accidentes que los deterioros o desper­
fectos de las mismas pudieran ocasionar; de <;lsto
se desprende de un lado que una interpretación
racional y lógica obliga a equiparar estas instala­
ciones a la idea de 'centro de trabajo' que se mane­
ja en los preceptos antes citados, y de otro lado
resulta clara la responsabilidad de FECSA en el
siniestro que ha dado lugar a este proceso, pues
el mismo se produjo por el mal estado de un poste
eléctrico de esta compañía, estando ella obligada
a velar por la buena conservación del mismo;
3) Por otra parte se evidencia la responsabilidad
del señor Riera Ferrer, pues era el empleador direc­
to y propio del trabajador siniestrado, sin que apa­
rezca en lo actuado dato alguno que permita exi­
mirle de tal responsabilidad ...» (fundamento de
Derecho 4.°).

3. El recurso de amparo entiende vulnerado, en pri­
mer lugar, el principio de seguridad jurídica consagrado
en el arto 9.3 C.E.. porque la señora Heredia Moreno
hizo dejación de su derecho a recurrir la Sentencia del
Juzgado de lo Social que, a todos los efectos y frente
a la misma, devino firme e imposibilita por tanto plantear
de futuro cualquier recurso o causa que derive de su
fallo.

En segundo lugar, la resolución recurrida establece
una nueva interpretación del art. 93.2 L.G.S.S. contraria·
al reiterado criterio del Tribunal Supremo y del Tribunal
Central de Trabajo e incluso de la STC de 10 de diciembre
de 1985, en cuya virtud en ningún caso puede atribuirse
a la empresa propietaria o principal una sanción por
falta de medidas de seguridad que haya dado origen
a accidentes de trabajo de trabajadores que sean ajenos
a su relación o dependencia laboral. Queja ésta que pare­
ce estimarse constitutiva de una lesión del art. 24.1 CE

En tercer término, se ha conculcado el principio de
legalidad que garantizan los arts. 9.3 y 25. 1 C.E al haber­
se tenido en cuenta, de una parte, preceptos y dispo­
siciones aplicados por analogía y, de otra, promulgados
-e incluso pendientes de tal promulgación- con pos­
terioridad al hecho causante. La Sentencia impugnada
cita disposiciones legales que poco o nada tienen que
ver con el específico, claro y nítido contenido del
arto 93, único válido y aplicable. El art. 42.2 E.T. sólo
establece una responsabilidad en caso de impago de
cuotas a la Seguridad Social. De otro lado, la Consejería
de Trabajo de la Generalidad de Cataluña mediante Reso­
lución de 18 de mayo de 1989, anuló y dejó sin efecto
la sanción impuesta a la recurrente por falta de medidas
de seguridad y, por tanto, no existe ninguna respon­
sabilidad que pudiera derivarse del arto 153 de la
Ordenanza General de Seguridad e Higiene en e.l Traba­
jo (O.G.S.H.T.). Dentro de un procedimiento sancionador
no es admisible recurrir a la analogía, pero aquí se ha
forzado la interpretación racional y lógica hasta el punto
de equiparar la propiedad del poste y líneas eléctricas
con la noción de centro de trabajo. Las restantes refe­
rencias normativas en que se basa el Tribunal Supremo
son de fecha posterior al hecho causante y, en con­
secuencia, absolutamente inaplicables al caso debatido.

Por último, el derecho a la presunción de inocencia
. reconocido en el art. 24.2 C.E., derecho que no puede
entenderse reducido al estricto campo del enjuiciamien­
to de conductas presuntamente delictivas, sino que tam­
bién preside la adopción de cualquier resollición, tanto
administrativa como jurisdiccional. e implica la con­
currencia de una actividad probatoriª de cargo. Pero
en este caso la imputación de responsabilidad que apre­
cia el Tribunal Supremo no queda en modo alguno pro-

bada e intenta acreditarse presuponiendo la existencia
de un centro de trabajo inexistente y que se construye
mediante un conjunto de ficciones que desvirtúan total­
mente la prueba.

Interesa, por ello, se dicte Sentencia absolviendo a
la recurrente del recargo.

4. La Sección Cuarta, por providencia de 15 de
febrero de 1993, acordó recabar de las Salas de lo Social
del Tribunal Supremo y del Tribunal Superior efe Justicia
de Cataluña la remisión de certificación o fotocopia adve­
rada de las actuaciones. Y por providencia, de 26 de
abril de 1993. la Sección acordó, de conformidad con
lo dispuesto en el arto 50.3 LOTC, conceder al deman­
dante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común
de diez días para formular las alegaciones que estimasen
pertinentes en relación con la carencia manifiesta del
contenido constitucional de la demanda, con vista de
las actuaciones remitidas por los órganos judiciales.

La representación del recurrente solicitó la admisión
a trámite del recurso, precisando que la interpretac!ón
dada por el Tribunal Supremo al arto 93 L.G.S.S. Ulll­
camente comporta confusión, ya que no sólo no se efec­
túa una interpretación gramatical de la norma, sino que
introduce la doctrina de la responsabilidad objetiva y
olvida que el precepto no establece responsabilidad algu­
na para el propietario de la obra sino para el empresario
del trabajador. De otra parte, plasma un arbitrario cambio
de criterio que pugna con el arto 24. lC.E.

El Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesó la
inadmisión de la demanda por la causa que advirtió la
Sección. La resolución del Tribunal Supremo es fundada
y explica las razones por las que establece una concreta
doctrina por virtud de la cual extiende el recargo a la
empresa principal, efectuando una interpretación
del arto 93 L.G.S.S. que, en principio, no excede de la
mera le!;lalidad ordinaria. Ni el derecho a la seguridad
jurídica (arto 9.3 C.E.) puede ser susceptible de amparo,
ni el derecho de legalidad (art. 25.1 C.E.) resulta afectado
por una cita de preceptos que la propia Sentencia impug­
nada considera meramente indicativos o por criterios
analógicos que realmente no aplica, ni el derecho a la
presunción de inocencia (art. 24.2 C.E.) resulta vulnerado
cuando lo que aquí se ha discutido, además de ser mate­
ria laboral, se refiere, no a la producción de un hecho
y a la participación en él de determinada persona, sino
a la interpretación de un precepto para saber si la res­
ponsabilidad alcanza sólo a la empresa contratista, a
la que pertenecía el trabajador, o también a la principal
ahora recurrente. Finalmente, la invocación del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) no se apoya
en fundamentos.

5. La Sección, por providencia de 5 de julio de 1993,
acordó admitir a trámite la demanda y, en aplicación
del arto 51 LOTC, interesar de la Saja. de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia la práctica de los corres­
pondientes emplazamientos. Por providencia de 23 de
septiembre de 1993 acordó dirigirse nuev¡¡mente al
órgano judicial a fin de que diera exacto cumplimiento
al anterior proveído, y conceder a los Procuradores señor
Pulgar Arroyo y señora Gutiérrez Lorenzo un plazo de
diez días para acreditar la representación que dicen
ostentar con el correspondiente poder notarial.

La Sección, por providencia de 4 de noviembre
de 1993, acordó tener por personados y parte en el
procedimiento a los Procuradores don Emilio Alvarez
Zancada, don Luis Pulgar Arroyo y doña Sara Glitiérrez
Lorenzo, en nombre y representación de doña María del
Carmen Heredia Moreno, el INSS y la TGSS, respecti­
vamente. y dar vista de las actuaciones a las partes per­
sonadas y al Ministerio Fiscal por plazo común de veinte
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días para presentar las alegaciones que estimen per­
tinentes. conforme determina el arto 52.1 LOTC.

6. La representación de la recurrente se remitió ínte­
gramente a las alegaciones contenidas en el inicial escri­
to de demanda.

7. La representación de la señora Heredia Moreno
solicitó la denegación del amparo. Una resolución judicial
no deviene firme hasta que no lo es para todas las partes
intervinientes en el proceso. Se olvida que fue impug­
nado el recurso, dI;! suplicación alegando. entre otros
extremos. que dé prosperar la tesis de la recurrente se
produciría una incongruencia. ya que declarado probado
que existía infracción de medidas de seguridad. debía
determinarse quién era el responsable. pero no dejar
sin resolver' el problema.

Ni consta en el proceso resolución alguna de la Con­
sejería de Trabajo de la Generalidad de Cataluña. ni se
ha notificado a esta parte y. por tanto. de exilltir estaría
viciada de nulidad. De otro lado. es independiente la
resolución de la Administración Autonómica de la dic­
tada por el INSS que origina el presente procedimiento.
pues al ser ésta impugnada judicialmente, el Magistrado.
con base en las pruebas practicadas en el acto del juicio.
declarará o no la existencia de falta de medidas de
seguridad.

La interpretación que el Tribunal Supremo realiza
del arto 93 L.G.S.S. no es susceptible de recurso de ampa­
ro. porque a él compete establecer la doctrina correcta
en las hipótesis en que el trabajador accidentado per­
tenece a una empresa contratista o subcontratista de
otra principal. Y al efecto ha analizado la normativa apli­
cable relacionada con el referido precepto (arts. 42.2 E.T.
Y 153 O.G.S.H.T.) sin recurrir en ningún caso a la ana­
logía. aunque aquí no se trata de un proceso penal. Tam­
poco basa la condena en la aplicación de normas pos­
teriores al hecho causante. sino que son citadas como
simple orientación de su criterio.

En cuanto a la vulneración del derecho a la presunción
de inocencia. además de su exclusiva proyección en el
ámbito del proceso penal. parece olvidarse que se cele­
bró un juicio en el que se practicaron los medios de
prueba propuestos por las partes. incluida la recurrente.
y que en el recurso de suplicación no 'se solicitó la revi­
sión de los hechos declarados' probados en la Sentencia
de instancia sino simplemente el examen del. derecho
aplicado. Al Tribunal Constitucional sólo corresponde
verificar si ha existido una actividad probatoria de la
que puede deducirse la responsabilidad de la recurrente.
La presunción de inocencia se lesiona cuando no se
ha practicado prueba alguna. se ha practicado sin res­
petar las garantías procesales o el razonamiento es
inexistente. ilógico o arbitrario. pero 'ninguno de estos
requisitos concurre en el caso presente ñi ha sido denun­
ciado con anterioridad. Reflejan los hechos declarados
probados que el accidente se produjo en un poste del
tendido eléctrico de la recurrente que se hallaba des­
compuesto por la acción de la carcoma. Por tanto, la
imputación de responsabilidad ha quedado totalmente
probada y no se basa en ficciones; el propio Tribunal
Supremo razona que el siniestro se produjo por el mal
estado del poste propiedad de la recurrente. a quien
incumbía velar por su buena conservación.

8. La representación ,del INSS interesó. asimismo.
la denegación del recurso. La pretendida vulneración del
principio de seguridad jurídica no debe prosperar, toda
vez que de acuerdo con el arto 245.3 L.O.P.J. son firmes
aquellas Sentencias contra las que no cabe recurso algu­
no. salvó el de revisión u otros extraordinarios legalmente
establecidos. supuesto que no concurre en el caso
presente.

Tampoco la vulneración del arto 24 C.E. porque de
la lectura de los hechos probados queda manifiestamen­
te acreditado que el accidente se produjo cuando el tra­
bajador se hallaba realizando trabajos en un poste del
tendido eléctrico de la hoy demandante. poste que se
hallaba descompuesto por la acción de la carcoma. Al
respecto la responsabilidad del empresario infractor es
independiente de la civil. penal o administrativa en que
haya podido incurrir.

Por último. aIINSS. como sucesor del extinguido Fon­
do de Garantía de Accidentes de Trabajo, no le atañe
responsabilidad alguna. ni siquiera subsidiaria. como
señala la Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de marzo
de 1993.

9. También la representación de la TGSS solicitó
la desestimación del amparo. Tras señalar que no le cons'
ta el cumplimiento por la recurrente del requisito de
la invocación en la vía judicial previa de los derechos
fundamentales que considera violados, centra la con­
troversia en determinar si la sanción impuesta por
el arto 93 L.G.S.S. puede atribuirse con carácter solidario
a la empresa propietaria de las instalaciones dOnde el
accidente ocurre o solamente puede recaer sobre el
empresario del que depende el trabajador accidentado.
y si la resolución que declara la responsabilidad solidaria
puede ser considerara inconstitucional.

En cuanto a la primera cuestión, el precepto se refiere
al «empresario infracton>. lo cual no obliga a concluir
que sea un solo empresario o sólo aquel de quien depen­
da el accidentado. al amparo del arto 3 del Código Civil
y de las reglas de interpretación jurídica. y nada puede
objetarse. pues. a la resolución impugnada. En el supues­
to presente la infracción de las normas de seguridad
es imputable a ambas empresas puesto que concurren
conexiones en su actividad e interferencias mutuas. y
la conducta negligente del empresario principal ha sido
la causa del accidente. En muchos casos la jurispruden­
cia ha responsabilizado de la infracción y de sus con­
secuencias a contratista y subcontratista. También la
doctrina científica sostiene que el empresario del acci­
dentado no es el único responsable de su seguridad.
sino que depende del grado en que, en su caso, empre­
sario principal y contratista o subcontratista tenían a su
cargo la dirección y ejecución de los trabajos y el ámbito
de su ejecución. Así pues. no estamos ante una
Sentencia aislada y su doctrina no contraviene el
arto 93 L.G.S.S. ni el 153 O.G.S.H.T.

En definitiva, la Sentencia, impugnada se ajusta a
Derecho, está suficientemente argumentada y no se
aparta de la jurisprudencia tradicional de forma arbitraria
y caprichosa. sino que atendiendo a las circunstancias
concurrentes aplica las normas estal1tecidas y la doctrina
consolidada haciendo ul}a interpretación razónable y
lógica. No existe. por tanto. infracción del derecho a
la tutela judicial efectiva.

10. Igualmente el Fiscal ante el Tribunal Constitu­
cional interesó la denegación del amparo. En cuanto a
la queja relativa al principio de seguridad jurídica. con
independencia de que el arto 9.3 C.E. no genera derechos
susceptibles de amparo y que el alegato encajaría mejor
en el derecho a la tutela judicial del arto 24.1 C.E.. es
lo cierto que el aquietamiento de la señora Heredia a
la Sentencia del Jutgado de lo Social se refería a un
fallo que responsabilizaba del recargo a la recurrente
y exoneraba al empresario don Luis Riera, pero la per­
judicada recurre en casación ante la ausencia total de
responsables. cuando la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Cataluña también exonera de responsa­
bilidad a FECSA. La situación es distinta y por ello está
justificado su recurso y mucho más contra la recurrente.
que inicialmente resultó condenada.
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Con todo, el objeto del amparo debe circunscribirse
a determinar si la imposición del recargo a la recurrente
lesiona derechos fundamentales. Al. respecto, la cita
del arto 24.1 C.E. es puramente retórica y tampoco se
argumenta el derecho a la presunción de inocencia, ya
que una cosa es que la parte demandante entienda que
no se han probado los hechos y otra que no hayan exis­
tido pruebas. lo cual ni es cierto ni se alega.

Respecto del principio de legalidad (art. 25.1 C.E.),
el Tribunal Supremo no basa su argumentación sobre
una normativa no vigente cuando se produjeron los
hechos, sino que únicamente alude a ella para reforzar
sus razonamientos, queriendo demostrar que ya el legis­
lador ha interpretado después el arto 93 L.G.S.S. como
la hace la Sentencia. Además basta aludir a la doctrina
y a la jurisprudencia -alusión en términos sustancial­
mente coincidentes con lo antes expresado por la repre­
sentación de la TGSS- para comprobar que la inter­
pretación impugnada no es nueva sino la que última­
mente prevalece. Ello no implica interpretar el recargo
que impone el art. 93 L.G.S.S. -responsabilidad de natu­
raleza puramente sancionadora como afirma la STC
158/1985- de manera analógica o extensiva y no en
forma restrictiva; sino que se busca desposeer al pre­
cepto de rigideces no deseables que harían imposible
la valoración del caso concreto y cuya exigencia no se
desprende del sentido literal de la norma. El Tribunal
Supremo estima imprescindible esta lectura para com­
prender en profundidad la expresión «empresario infrae­
tor.. y dictar una Resolución adecuada a los hechos y
justa..

Por último. en lo que atañe a la Resolución de la
Administración Autonómica que dejó sin efecto la san­
ción impuesta, ya la STC 158/1985 reconoció que en
esta materia no existe vinculación del orden laboral al
administrativo porque cada jurisdicción conoce en su
esfera de atribuciones de cuestiones diferentes. La
recurrente no plantea ningún problema relacionado con
la cuestión de que unos mismos hechos no pueden existir
y dejar de existir para los órganos del Estado, ni se acre­
dita que la Administración haya declarado unos hechos
distintos de los que declaró la jurisdicción laboral. ni
que ante ésta haya intentado sin éxito poner de relieve
la declaración de la Administración. La cuestión. pues,
además de no planteada. carece de relevancia cons­
titucional.

11. Por providencia de 1 de junio de 1995, se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 5 del mismo mes y año. .

11. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo se dirige contra la Sen­
tencia, de 18 de abril de 1992. de la Sala de lo Social
del Tribunal Supremo, que estimó el recurso de casación
para la unificación de doctrina interpuesto y, resolviendo
el debate planteado en suplicación, mantuvo íntegramen­
te la inicial Resolución dellNSS, en cuya virtud y después
de declarar la existencia de falta de medidas de segu­
ridad en el accidente mortal sufrido por cierto trabajador,
impuso solidariamente a su empleador y a la ahora
recurrente -que había contratado con aquél la repara­
ción de su tendido eléctrico- la obligación de abonar
un recargo del 30 por 100 en todas las prestaciones
económicas de la Seguridad Social derivadas del siniestro,
de conformidad con lo establecido en el art. 93 L.G.S.S.
(art. 123 del vigente texto refundido).

Como reflejan los antecedentes, la demanda le imputa
haber vulnerado el principio de seguridad jurídica, al
haber admitido el recurso de casación para la unificación
de doctrina; el arto 24.1 C.E.. por el arbitrario cambio
de criterio que acoge; el derecho a la presunción de

inocencia. porque la imputación de responsabilidad no
ha quedado probada y descansa en una construcción
jurídica que desvirtúa totalmente la prueba practicada;
y el principio de legalidad, porque se ha recurrido a la
analogía y a aplicar preceptos que entraron en vigor
después de producirse el accidente.

2. Antes de entrar a enjuiciar el fondo de las cues­
tiones planteadas. debemos analizar el alegado incum­
plimiento del requisito previsto en el arto 44.1 c) LOTC
que la representante de la TGSS atribuye a todos los
agravios suscitados en amparo por la recurrente; que
la señora Heredia circunscribe únicamente al derecho
a la presunción de inocencia; y que, por su cuenta, el
Ministerio Fiscal lo concreta en la anulación de la sanción
por la Administración Laboral Autonómica aducida en
este proceso constitucional por la actora.

Es sabido que la exigencia de invocación en el proceso
previo del derecho constitucional vulnerado responde
a la necesidad de preservar la naturaleza subsidiaria del
recurso de amparo. dando oportunidad al juzgador ordi­
nario para que restaure la vulneración de derechos fun­
damentales que hubiera podido producirse y, aunque
no exige inexcusablemente la cita concreta y numérica
del precepto constitucional presuntamente lesionado. ni
siquiera la mención de su nomen iuris. sí requiere. al
menos. una suficiente acotación del contenido del dere­
cho violado que permita a los órganos judiciales pro­
nunciarse sobre las infracciones aducidas (SSTC
164/1989 y 176/1991. por todas). El momento pro­
cesal oportuno para efectuar la invocación en el previo
procedimiento judicial es el inmediatamente subsiguien­
te a aquél en que sobreviene la pretendida lesión; por
tanto, si ésta se produjo al concluir la primera instancia.
es necesario invocar el derecho fundamental al ejercitar
el correspondiente recurso sin perjuicio en su caso de
reiterar la invocación en la posterior cadena de recur­
sos (SSTC 17/1982,203/1988 y 147/1989; y AATC
102/1983. 134/1983, 173/1983. 221/1983,
582/1984.608/1984, 634/1984. 95/1985.
364/1985.207/1988 y 243/1988).

Desde esta premisa el examen de las actuaciones
revela que en la vía judicial previa la recurrente explí­
citamente sólo planteó la cuestión relativa a la inadmi­
sibilidad del recurso de casación para la unificación de
doctrina interpuesto por la viuda del accidentado. al
haberse aquietado con la Sentencia dictada por el Juz­
gado de lo Social.

Por el c.ontrario. la demanda de amparo aduce ex
novo la existencia de una Resolución de la Consejería
de Trabajo de la Generalidad de Cataluña. de 18 de
mayo de 1989. cuyo texto ni siquiera adjunta, en cuya
virtud quedó sin efecto la sanción por infracción de la
normativa en materia de seguridad e higiene impuesta.
Ciertamente la STC 158/1985. fundamento jurídico 5.°.
declaró que la prohibición de admitir escritos y alega­
ciones de las partes contenida en el arto 160. L.P.L..
de 1980. no puede interpretarse de forma tan absoluta
que impida también excepcionalmente hacerlo cuando
el escrito que se presenta contiene elementos de juicio
necesarios para evitar la vulneración de un derecho fun­
damental. sin embargo. de acuerdo con esta misma doc­
trina -que en la actualidad incorpora el arto 230.1 inciso
segundo de la vigente L.P.L.-. la recurrente pudo y debió
poner en conocimiento de los órganos judiciales tal deci­
sión, bien en la fase de suplicación o en trámite de impug­
nación del recurso de casación para la unificación de
doctrina. al efecto de que pudiera entenderse preservada
la subsidiariedad del amparo.

Igualmente la pretendida vulneración del derecho a
la presunción de inocencia. en cuanto se sustenta en
la ausencia de una actividad probatoria que permita
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imputarle la responsabilidad del recargo. ya debió invo­
carse al recurrir en suplicación la Sentencia de instancia,
pero entonces no se impugnó su relato fáctico y úni­
camente se denunció la infracción del arto 93 L.G.S.$.,
extremo este que nada tiene que ver con la presunción
de inocencia.

En suma, pues. ni la alegada Resolución de la Con­
sejería de Trabajo de la Generalidad de Cataluña, ni la
presunta vulneración de la presunción de inocencia por
falta de actividad probatoria pueden ser traídas a este
proceso de amparo. Por el contrario, la inobservancia
del presupuesto procesal no es extensible a las restantes
quejas que se refieren a la Sentencia impugnada que
agota la vía judicial previa.

3. Así delimitado el ámbito del enjuiciamiento, sos­
tiene, en primer lugar, la recurrente, que vulnera el prin­
cipio de seguridad jurídica la admisión, tramitación y
resolución del recurso de casación para la unificación
de doctrina. Dejando a un lado que el arto 9.3 C.E. no
proclama derechos protegibles a través del recurso de
amparo [arts. 53.2 y 161.1 b) C.E., y 41.2 LOTC] y aun­
que, como generosamente apunta el Ministerio Fiscal.
recondujéramos el problema al marco d.el arto 24.1 C.E.,
tampoco se vislumbra una vulneración de este derecho
fundamental. «El arto 24 C.E, -ha precisado la STC
293/1994, fundamento jurídico 2.°_ no consagra un
derecho de la parte vencedora en la instancia a que
no sea admitido un recurso (ni siquiera amparando la
pretensión en la invocada intangibilidad de la resolución
judicial de instancia) cuando ese recurso legalmente está
establecido, pues en la dinámica de oposición propia
del proceso de alegaciones como las que la parte hace
equivaldrían a reducir a la nada la efectividad de las
reglas legales que ordenan los procesos de impugna­
ción ... n.

Sin duda la Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña no era firme
(art. 245.3 L.O.P.J.) sino que podía ser recurrida en ca­
sación para la unificación de doctrina (art. 215 L.P.L.)
por cualquiera de las partes o el Ministerio Fiscal
(art. 217 L.P.L.), Y quién en este caso preparó el recurso
había sufrido un gravamen que le legitimaba para eUo.

4, Denuncia, en segundo lugar, el arbitrario cam­
bio de criterio que en punto a la interpretación del
arto 93 L.G.S.S. acoge la resolución impugnada, denuncia
que, al menos en el trámite de alegacionés del art. 50.3'
LOTC inequívocamente se conecta también con el
arto 24.1 C.E.

Ciertamente, en alguna ocasión este Tribunal ha
declarado que la injustificada aplicación desigual de la
ley por los órganos judiciales en casos sustancialmente
idénticos puede entrañar, en definitiva, una actuación
contraria al principio de interdicción de la' arbitrariedad
de los poderes públicos (art. 9.3 C.E.) y tal actuación
arbitraria por injustificadamente desigual implicaría tanto
una lesión del art. 14 como del 24 C.E. (SSTC 63/1984
y 91/1990), pero dicha arbitrariedad no concurre en
el supuesto presente. Ante todo, de las diversas Sen­
tencias alegadas como término de contraste en el recur­
so de casación para la unificación de doctrina, cuatro
previamente dictadas por la propia Sala de lo Social del
Tribunal Supremo ya se reputaron opuestas y contra­
dictorias con la de la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Cataluña entonces impugnada. De
otra parte, salvo qüe este Tribunal suplantara al Tribunal
Supremo en la función unificadora de la doctrina juris­
prudencial que se le encomienda a través del recurso
previsto en los arts. 21 5 Y siguientes de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral, no cabe estimar violado el art. 14
C.E. en supue.stos como el examinado en que, constatada

la contradicción judicial. fija la doctrina ajuStada a Dere­
cho (ATC 104/1993).

5. Resta examinar las pretendidas violaciones del
principio de legalidad (art. 25.1 CE) Y de la presunción
de inocencia, ésta en la medida en que se vincula al
razonamiento empleado por el Tribunal Supremo, trans­
gresiones que únicamente podrían tomarse en consi­
deración si en el supuesto controvertido estuviera en
juego el ejercicio del ius puniendi del Estado.

Aunque este Tribunal. haciéndose eco de una dilatada
jurisprudencia del extinto Tribunal Central de Trabajo,
incidentalmente ha afirmado que el recargo previsto en
el arto 93 L.G.S.S. constituye una responsabilidad a cargo
del empresario extraordinaria y puramente sancionadora
que, por ello, ha de ser interpretada de manera estricta
(STC 158/1985, fundamento jurídico 2.°, y AATC
596/1989 y 355/1991), es innecesario terciar en la
polémica doctrinal sobre la naturaleza jurídica de esta
figura esclareciendo concretamente si en puridad se trata
de una genuina sanción administrativa, ya que la pal­
maria inconsistencia de los reproches formulados nos
exime de entrar en este tipo de consideraciones.

En efecto, es claro que no se ha otorgado eficacia
retroactiva a disposiciones que entraron én vigor con
posterioridad a la fecha del accidente -25 de octubre
de 1984-, pues la Sentencia impugnada se ha limitado
a aplicar el precitado art. 93 L.G.S.S. en relación con
los arts. 42.2 E.T., 153 O.G.S.H.T. y 1.902 del Código
Civil. todos ellos vigentes en el momento en que sobre­
vino el siniestro y, si bien alude ad abundantiam a la
normativa posterior que informa la regulación de esta
materia, lo hace, según advierte el propio Tribunal, «con
fines meramente orientativos, dado que se trata de nor­
mas que entraron en vigor (...) después de acaecido el
accidente de autos...

De otra parte, en el ámbito del Derecho Administrativo
sancionador la prohibición de la analogía in malam par,
tem es también una de las exigencias del principio de
legalidad (STC 182/1990, fundamento jurídico 3.°, y
ATC 72/1993), pero aquí no se ha efectuado una exten­
sión in peius de la imputación de responsabilidad a
supuestos no subsumibles en el precepto legal, sino una
mera interpretación teleológica de la expresión «empre­
sario infractor.. en la hipótesis en que el trabajador acci­
dentado está involucrado en procesos de descentrali­
zación productiva, en absoluto extravagante con el régi­
men jurídico del deber de seguridad e higiene en el tra­
bajo, dado .el tenor de los árts. 42.2 E.T. y 153 párrafo
segundo O.G.S.H.T.

Finalmente, la recurrente, pese a que nunca discutió
los hechos declarados probados, intenta cobijar en el
derecho a la presunción de inocencia su discrepancia
con la calificación jurídica realizada por la Sentencia
impugnada, con la subsunción de los mismos en las
normas jurídicas aplicables, operaciones éstas no sólo
ajenas al contenido del derecho fundamental sino de
la exclusiva competencia de los órganos de la jurisdicción
ordinaria (STC 141/1986 y ATC 76/1987).

FALLO

En atención a· todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».
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Dada en Madrid a cinco de junio de mil novecientos
noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendizábal
Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y rubri­
cados.

16509 Sala Segunda. Sentencia 82/1995, de 5
de junio de 1995. Recurso de amparo
211/1993. Contra Auto aclaratorio de Sen­
tencia dictada por la Audiencia Provincial de
Madrid. recaída en apelación. dimanante de
autos de juicio verbal civil del Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 6 de Alcalá de Henares,
sobre reclamación de cantidad. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: intan­
gibilidad de las Sentencias firmes. Voto par­
ticular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral. don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 211/93. promovido
por don Tomás González Martín. representado por la
Procuradora doña María Luisa López Puigcerver Portillo
y asistido por el Letrado don Raúl del Castillo Vega. con­
tra el Auto. de fecha 22 de diciembre de 1992, acla­
ratorio de la Sentencia dictada. el 2 de noviembre de
1992. por la Sección Undécima de la Audiencia Pro­
vincial de Madrid, recaída en el rollo de apelación
901/91. dimanante de los autos de juicio vprbal civil
núm. 74/91 del Juzgado de Primera Instancia núm. 6
de Alcalá de Henares, sobre reclamación de cantidad.
Ha comparecido la Comunidad de Propietarios de la calle
Goya núms. 2, 4 Y 6 de Alcalá de Henares, representada
por el Procurador don Juan Miguel Sánchez Masa yasis­
tida por el Letrado doña Sagrario Martín Gil. Ha sido
parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado dOn
Julio Diego González Campos. quien expresa el parecer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
de Madrid el 25 de enero de 1993 y registrado en este
Tribunal el día 27 de enero. doña María Luisa López
PuiQcerver Portillo. Procuradora de los Tribunales, en
nombre y representación de don Tomás González Martín.
interpuso recurso de amparo contra el Auto. de fecha
22 de diciembre de 1992. aclaratorio de la Sentencia
dictada. el 2 de noviembre de 1992, por la Sección
Undécima de la Audiencia Provincial de Madrid. recaída
en el rollo de apelación núm. 901/91, dimanante de
los autos de juicio verbal civil núm. 74/91. del Juzgado
de Alcalá de Henares, sobre reclamación de cantidad.

2. Los hechos sobre los que se fundamenta la
demanda son, en esencia, los siguientes:

A) En los autos de juicio verbal núm. 74/91. segui­
dos en el Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Alcalá

de Henares. se dictó Sentencia, con fecha 14 de junio
de 1991. por la que se condenaba a don Tomás González
Martín a abonar a la demandante en dichos autos. la
Comunidad de Propietarios de la calle Goya "núms. 2.
4 Y 6 de Alcalá de Henares (en adelante la Comunidad
de Propietarios). la cantidad reclamada por ésta. de
41.305 pesetas más intereses legales y costas.

B) Contra esta resolución el hoy recurrente de ampa­
ro formuló recurso de apelación. que correspondió a la
Sección Undécima de la Audiencia Provincial de Madrid;
y la Sala, en el rollo de apelación núm. 901/91. dictó
Sentencia el 2 de noviembre de 1992, notificada el 26
del mismo mes y año. por la que estimando parcialmente
el recurso. revocó parcialmente la dictada en instancia
y condenó a don Tomás González Martín a que abonase
a.la Comunidad de Propietarios <da cantidad de 22.015
pesetas que adeuda por razón de gastos comunes en
el edificio mencionado. Todo ello sin hacer pronuncia­
miento sobre las costas causadas ni en primera ni en
segunda instancia». Siendo de señalar que en el fun­
damento de Derecho 3.° de esta resolución se expresa
que la Sentencia de instancia habia incurrido en incon­
gruencia al conceder una suma superior a la reclamada.
por no atender la manifestación efectuada en el acto
del juicio por el Letrado de la Comunidad de Propietarios
demandante. quien solicitó que se dictase ..Sentencia
en la que se condene al demandado solamente al pago
del 53.3 por 100 de las cantidades demandadas. sin
hacer pronunciamiento sobre costas»; extremo que se
reitera en el 4.° de los fundamentos de Derecho como
causa para la estimación del recurso.

C) Notificada la anterior Sentencia. la Comunidad
de Propietarios, mediante escrito de 27 de noviembre
de 1992. solicitó aclaración de dicha resolución al ampa­
ro del arto 363 de la ley de Enjuiciamiento Civil (L.E.C.).
alegando. en esencia. que la dirección jurídica de la parte
actora no hizo en el acto de la vista la petición que
antes se ha transcrito, pues se limitó a ratificarse en
la demanda y solicitar el recibimiento a prueba. petición
que sí fue hecha, en cambio. por la dirección jurídica
del demandado, según se acredita por la simple lectura
del acta de 19 de abril de 1991.

D) El Auto. de 22 de diciembre de 1992, de la Sec­
ción Undécima de la Audiencia Provincial de Madrid.
por el que se resuelve la aclaración solicitada por la
Comunidad. de Propietarios apelada, consignó en su fun­
damento jurídico úníco que tal petición es procedente
..pues la solicitud la realizó el recurrente y no dicha ape­
lada». Y en la parte dispositiva estimó el recurso de acla­
ración «en el sentido de que la Sentencia que con fecha
2 de noviembre pasado pronunció la Sala en el rollo
al que se refiere el recurso ha de entenderse deses­
timatoria en su integridad del recurso planteado por don
Tomás González Martín contra la que, con fecha 14 de
junio del pasado año, pronunció la Ilma. Sra. Magistra­
da-Juez de Primera Instancia núm. 6 de Alcalá de Hena­
res, con .imposición de costas del recurso a dicho
apelante».

3. . Frente a esta resolución aclaratoria de la Sen­
tencia dictada en apelación el demandante de amparo
ha articulado una doble queja. En primer lugar, el citado
Auto de 22 de noviembre de 1992 habría vulnerado
su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión
que el arto 24.1 C.E. garantiza a todos. pues dicha reso­
lución no aclaró ningún concepto oscuro, ni tampoco
suplió una omisión o corrigió un error material o arit­
mético sino que modificó completamente la parte dís­
positiva del fallo. 1-0 que es contrario al principio de intan­
gibilidad de las- Sentencias firmes. que se basa en el


